
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL
1331/2024-6

En Chilpancingo de Los Bravo, Guerrero, a las diez horas con 

cincuenta minutos del uno de abril de dos mil veinticinco, hora y fecha 

señaladas para la celebración de la audiencia constitucional en el juicio de 

amparo indirecto 1331/2024-6, promovido por 1José Guevara Leal, 
2Catarino Guevara Maldonado y 3Abel Guevara Vázquez, en su carácter 

de Presidente, Secretario y Tesorero, del Comité de Padres de Familiar 

del Centro de Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa”, 

ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, 

Guerrero; en audiencia pública la licenciada Maribel Castillo Moreno, 
Jueza Primero de Distrito en el Estado de Guerrero, quien actúa asistida 

por Jaime González García Secretario que da fe, declara legalmente 

abierta la audiencia sin la asistencia de las partes ni de persona alguna 

que las represente.

Acto seguido, el Secretario hace relación de las constancias de 

autos (que obran tanto en el expediente físico como en el electrónico), 

entre las cuales destacan de manera preponderante, las siguientes:

No. Constancia:

1 Escrito de demanda y anexos.

2 Auto de admisión.

3 Intervención al Agente del Ministerio Público Federal de la adscripción.

Asimismo, el Secretario da cuenta a la Jueza con los informes 

justificados rendidos por las autoridades responsables (en su 

denominación correcta), con los cuales se dio vista a las partes y que se 

relacionan en la tabla siguiente:

No. Autoridad Responsable: Sentido del 
Informe:

[1] Gobernadora del Estado de Guerrero (representada por la Subconsejera 
de Atención a Procesos Jurídicos del Poder Ejecutivo). Negó.

[2] Secretaría de Educación Guerrero (representada por el Titular de la 
Unidad de Asuntos Jurídicos y Transparencia). Aceptó.

La Jueza acuerda: Se tiene por hecha la relación secretarial que 

antecede y por rendidos los informes justificados de las autoridades 

responsables, para los efectos legales conducentes.
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Periodo probatorio. Abierto el periodo de pruebas, el Secretario 

hace constar que las partes ofrecieron las siguientes:

No. Parte oferente: Pruebas:

1 Quejosos. Documentales.

2 Autoridad responsable [2]. Documentales.

La Jueza acuerda: Con fundamento en los artículos 119 y 123 de 

la Ley de Amparo se admiten las pruebas, que se desahogan en este 

preciso instante en atención a su propia y especial naturaleza, por no 

requerir de preparación alguna.

El Secretario certifica: que no quedan pruebas pendientes por 

desahogar y que el expediente en que se actúa se encuentra integrado 

para emitir sentencia.

Abierto el periodo de alegatos, el Secretario hace constar que 

ninguna de las partes produjo manifestaciones en vía de alegatos.

La Jueza acuerda: Con fundamento en el artículo 124 de la Ley de 

Amparo, se tiene por precluido el derecho de las partes para formular 

alegatos.

Se cierra el periodo de alegatos; sin existir promoción pendiente por 

acordar, al tener en cuenta todo lo actuado, se da por terminada la 

presente audiencia constitucional, y se procede a dictar la resolución 

correspondiente.

VISTOS para resolver los autos del juicio de amparo 1331/2024-6, 
promovido por 1José Guevara Leal, 2Catarino Guevara Maldonado y 3Abel 

Guevara Vázquez, en su carácter de Presidente, Secretario y Tesorero, 

del Comité de Padres de Familiar del Centro de Educación Preescolar 

Indígena “Victoria Dorante Sosa”, ubicado en la comunidad de Los Reyes 

Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, contra actos de la [1] 
Gobernadora y [2] Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de 

Guerrero.

RESULTANDO:

PRIMERO. Presentación de la demanda. El dos de diciembre de 

dos mil veinticuatro los quejosos depositaron su demanda y anexos en el 
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Buzón Judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados 

de Distrito en el Estado de Guerrero, con residencia en Chilpancingo, que 

fueron turnados el mismo día a este Juzgado Primero de Distrito en el 

Estado.

SEGUNDO. Admisión y Trámite. El tres de diciembre de dos mil 

veinticuatro se admitió a trámite la demanda de amparo; se dio la 

intervención correspondiente al Agente del Ministerio Público Federal de la 

adscripción; las autoridades responsables rindieron su respectivo informe 

justificado; y se señaló hora y fecha para el desahogo de la audiencia 

constitucional, que tuvo verificativo conforme al acta que antecede.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Primero de Distrito en el 

Estado de Guerrero, con residencia en Chilpancingo, es competente para 

conocer y resolver el juicio de amparo, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 107, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 46 y 54, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de 

diciembre de dos mil veinticuatro; y el Acuerdo General 3/2013, relativo a 

la determinación del número y límites territoriales de los circuitos en que 

se divide el territorio de la República Mexicana, y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales 

Colegiados y Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.

Los efectos del acto tienen ejecución dentro del ámbito territorial 

donde este juzgado ejerce jurisdicción, por lo que se actualiza la 

competencia para resolver el asunto, de acuerdo a lo dispuesto por el 

artículo 37, párrafo primero, de la Ley de Amparo.

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. De conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, de la lectura 

integral de la demanda y constancias allegadas al juicio, se advierte que 

las personas solicitantes del amparo reclaman de la [1] Gobernadora y [2] 
Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de Guerrero:

I. La falta de asignación de un maestro que imparta las clases de 

educación preescolar indígena para el ciclo escolar 2024-2025, en el 

Centro de Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con 
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clave de centro de trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los 

Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero.

TERCERO. Inexistencia del acto reclamado a una de las 

responsables. La [1] Gobernadora del Estado de Guerrero, representada 

por la Subconsejera de Atención a Procesos Jurídicos del Poder Ejecutivo, 

al rendir informe justificado negó tener alguna intervención en el acto 

reclamado por los quejosos, con el argumento que la Secretaría de 

Educación es la facultada y con atribuciones para la aplicación de las 

políticas públicas en materia de educación (folio 57 a 60 del expediente 

físico).

En tanto que de autos no obra algún medio de convicción que 

desvirtúe la negativa de la responsable, como tampoco los quejosos 

aportaron alguno para evidenciar lo contrario.

En consecuencia, lo procedente es sobreseer en el juicio de 

amparo, con fundamento en el artículo 63, fracción IV, de la Ley de 

Amparo.

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Por su parte, la [2] 
Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de Guerrero, 

representada por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y 

Transparencia, al rendir informe justificado aceptó que el Centro de 

Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de 

centro de trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes 

Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, no tenía asignado un maestro 

de educación indígena bilingüe (folio 50 a 51 del expediente físico).

Informó que el Centro de Educación Preescolar Indígena “Victoria 

Dorante Sosa” fue ofertado por la Unidad Estatal del Sistema para la 

Carrera de las Maestras y los Maestros, para el Proceso de Admisión en 

Educación Básica Ciclo Escolar 2024-2025, correspondiente a la Quinta 

Asignación de Plazas del Nivel de Educación Preescolar Indígena (folio 62 

del expediente físico).

Remitió copia certificada de diversas constancias, entre las que 

obra el nombramiento con número de folio 03294-2024 de veintiocho de 
noviembre de dos mil veinticuatro, expedido por la Subsecretaría de 

Administración y Finanzas de la Dirección General de Administración de 

Personal, adscrita a la Secretaría de Educación Guerrero, del que se 
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aprecia que Marisol Agapito Javier fue adscrita al Centro de Educación 

Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa”, con clave de centro de 

trabajo 12DCC0366B, como maestra bilingüe de educación preescolar 

indígena para el ciclo escolar 2024-2025, por el periodo del uno de 

diciembre de dos mil veinticuatro al treinta y uno de mayo de dos mil 

veinticinco (folio 64 del expediente físico).

También remitió copia certificada de la cédula de ratificación del 

nombramiento y del aviso de presentación, y de este último se advierte 

que el cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro la maestra Marisol 

Agapito Javier se presentó en Centro de Educación Preescolar Indígena 

“Victoria Dorante Sosa”, con clave de centro de trabajo 12DCC0366B, 

ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, 

Guerrero (folios 65 a 66 del expediente físico).

Documentales a las que se les otorga valor probatorio pleno, en 

términos de los artículos 129, 197 y 202 del código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria por disposición expresa 

del numeral 2 de la Ley de Amparo.1

Por tanto, se tiene por cierto el acto reclamado, pues aunque la 

responsable [2] Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de 

Guerrero, adscribió a Marisol Agapito Javier al Centro de Educación 

Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa”, con clave de centro de 

trabajo 12DCC0366B, como maestra bilingüe de educación preescolar 

indígena, ello sólo fue para cubrir temporalmente el ciclo escolar 2024-

2025, por el periodo del uno de diciembre de dos mil veinticuatro al treinta 

y uno de mayo de dos mil veinticinco, por lo que concluido ese lapso, la 

comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, 

continuará sin maestro, hasta que nuevamente sea ofertada la plaza, con 

el mismo carácter de temporal.

1 Si bien el actual artículo 2 de la Ley de Amparo (reformado mediante decreto publicado el trece de 
marzo de dos mil veinticinco), establece que la legislación supletoria lo es el Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares (publicado en el Diario Oficial de la Federación el siete de junio 
de dos mil veintitrés), lo cierto es que tal legislación procesal aún no entra en vigor en el ámbito 
federal, pues de acuerdo a lo que se estableció en su artículo Segundo Transitorio, entrará en 
vigor, en el orden federal, de acuerdo a la declaratoria que indistinta y sucesivamente realicen la 
Cámara de Diputados y Senados del Congreso de la Unión, previa solicitud del Poder Judicial de la 
Federación, sin que se pueda exceder del uno de abril de dos mil veintisiete.

Si no existe la declaratoria de entrada en vigor por parte de la Cámara de Diputados y Senadores 
del Congreso de la Unión, entonces en el orden federal aún no cobran vigencia las disposiciones 
del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, por lo que continúa siendo aplicable el 
invocado Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente.
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QUINTO. Procedencia del juicio. De conformidad con el numeral 62 

de la Ley de Amparo, al ser la procedencia del juicio una cuestión de 

orden público se procede a su análisis.

Analizadas las constancias se advierte que no existe causa de 

improcedencia señalada por las partes o que se acredite alguna de oficio; 

por tanto, se procede al estudio del acto reclamado.

SEXTO. Análisis de los conceptos de violación. La parte quejosa 

señala como acto reclamado de la [2] Secretaría de Educación del 

Gobierno del Estado de Guerrero, la falta de asignación de un maestro 

que imparta las clases de educación preescolar indígena para el ciclo 

escolar 2024-2025, en el Centro de Educación Preescolar Indígena 

“Victoria Dorante Sosa” con clave de centro de trabajo 12DCC0366B, 

ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, 

Guerrero.

La parte quejosa señala que el citado Centro de Educación 

Preescolar Indígena únicamente tiene asignada a una maestra para que 

atienda los tres grupos que con conforman el grado de preescolar.

Asimismo, manifiesta que desde el veinticinco de agosto de dos mil 

veinticuatro en que inicio el ciclo escolar correspondiente a dos mil 

veinticuatro-dos mil veinticinco, a la presentación de la demanda (dos de 

diciembre de dos mil veinticuatro), no contaba con un maestro o maestra 

asignada, que impartiera las clases a los niños inscritos, lo que provoca 

que los dieciocho alumnos que se encuentran distribuidos en el primer, 

segundo y tercer grado de preescolar, no tengan pleno acceso a la 

educación.

Para analizar la pretensión de la parte quejosa, es conveniente 

tener en cuenta que el artículo 3 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, garantiza el derecho a la educación, en los siguientes 

términos:

“Artículo 3o.- Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado 
-Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios- impartirá y 
garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media 
superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, 
conforman la educación básica; ésta y la media superior serán 
obligatorias, la educación superior lo será en términos de la fracción X del 
presente artículo. La educación inicial es un derecho de la niñez y será 
responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia.

[…].
La educación se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las 

personas, con un enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva. 
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Tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano 
y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a todos los 
derechos, las libertades, la cultura de paz y la conciencia de la solidaridad 
internacional, en la independencia y en la justicia; promoverá la 
honestidad, los valores y la mejora continua del proceso de enseñanza 
aprendizaje.

[…].
El Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, adolescentes y 

jóvenes en el acceso, permanencia y participación en los servicios 
educativos…”

La Ley General de Educación, norma federal que la regula 

establece:

“Artículo 2. El Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes en el ejercicio de su derecho a la educación. Para 
tal efecto, garantizará el desarrollo de programas y políticas públicas que 
hagan efectivo ese principio constitucional.”

“Artículo 5. Toda persona tiene derecho a la educación, el cual es un 
medio para adquirir, actualizar, completar y ampliar sus conocimientos, 
capacidades, habilidades y aptitudes que le permitan alcanzar su 
desarrollo personal y profesional; como consecuencia de ello, contribuir a 
su bienestar, a la transformación y el mejoramiento de la sociedad de la 
que forma parte.

Con el ejercicio de este derecho, inicia un proceso permanente 
centrado en el aprendizaje del educando, que contribuye a su desarrollo 
humano integral y a la transformación de la sociedad; es factor 
determinante para la adquisición de conocimientos significativos y la 
formación integral para la vida de las personas con un sentido de 
pertenencia social basado en el respeto de la diversidad, y es medio 
fundamental para la construcción de una sociedad equitativa y solidaria.

El Estado ofrecerá a las personas las mismas oportunidades de 
aprendizaje, así como de acceso, tránsito, permanencia, avance 
académico y, en su caso, egreso oportuno en el Sistema Educativo 
Nacional, con sólo satisfacer los requisitos que establezcan las 
instituciones educativas con base en las disposiciones aplicables.

Toda persona gozará del derecho fundamental a la educación bajo el 
principio de la intangibilidad de la dignidad humana”.

“Artículo 6. Todas las personas habitantes del país deben cursar la 
educación preescolar, la primaria, la secundaria y la media superior.

Es obligación de las mexicanas y los mexicanos hacer que sus hijas, 
hijos o pupilos menores de dieciocho años asistan a las escuelas, para 
recibir educación obligatoria, en los términos que establezca la ley, así 
como participar en su proceso educativo, al revisar su progreso y 
desempeño, velando siempre por su bienestar y desarrollo.

La educación inicial es un derecho de la niñez; es responsabilidad del 
Estado concientizar sobre su importancia y garantizarla conforme a lo 
dispuesto en la presente Ley.

La obligatoriedad de la educación superior corresponde al Estado en 
los términos dispuestos por la fracción X del artículo 3o. constitucional y 
las leyes en la materia. Además de impartir educación en los términos 
establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el Estado apoyará la investigación e innovación científica, humanística y 
tecnológica, y alentará el fortalecimiento y la difusión de la cultura nacional 
y universal.”

“Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, 
niños y adolescentes, de manera enunciativa más no limitativa, los 
siguientes:

(…)
XI. Derecho a la educación;”
“Artículo 57. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una 

educación de calidad que contribuya al conocimiento de sus propios 
derechos y, basada en un enfoque de derechos humanos y de igualdad 
sustantiva, que garantice el respeto a su dignidad humana; el desarrollo 
armónico de sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto a 
los derechos humanos y a las libertades fundamentales, en los términos 
del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Ley General de Educación y demás disposiciones 
aplicables.
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Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, 
tendrán derecho a intervenir en la educación que habrá de darse a niñas, 
niños y adolescentes, en términos de lo previsto por el artículo 103 de esta 
Ley.

Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de 
sus respectivas competencias garantizarán la consecución de una 
educación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia 
en la misma, para lo cual deberán:

(…)
III. Establecer medidas para garantizar la gratuidad de la educación 

pública obligatoria y para procurar la accesibilidad material, económica y 
geográfica a la educación, sin discriminación;

(…)
VIII. Prestar servicios educativos en condiciones de normalidad 

mínima, entendida ésta como el conjunto de condiciones indispensables 
que deben cumplirse en cada escuela para el buen desempeño de la tarea 
docente y el logro del aprendizaje de los educandos;”

De los preceptos constitucionales y legales transcritos, se advierte 

con claridad que la educación es un derecho y un deber, esto es, es un 

derecho de las personas en general y especialmente reforzado a favor de 

los menores de edad, y un deber a cargo del Estado para otorgar 

educación de calidad a los gobernados.

La educación inicial es un derecho de la niñez y será 

responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia, además se 

desprende que una de las bases de la educación es el respeto a la 

dignidad de las personas, por lo cual debe tener enfoque de derechos 

humanos y de igualdad sustantiva, es obligación del estado priorizar el 

interés superior de los menores de edad respecto el acceso, permanencia 

y participación en los servicios educativos, para lo cual garantizará el 

desarrollo de programas y políticas públicas que hagan efectivo el derecho 

para acceder a la educación.

También se deriva que el estado está obligado a ofrecer a las 

personas las mismas oportunidades de aprendizaje, así como de acceso, 

tránsito, permanencia, avance académico y, en su caso, egreso oportuno 

en el Sistema Educativo Nacional; que es obligación de todas las 

personas que habiten en el país cursar la educación preescolar, la 

primaria, la secundaria y la media superior y de los padres de nacionalidad 

mexicana hacer que sus hijos o menores que se encuentren bajo su 

custodia o tutela, asistan a la escuela para recibir la educación obligatoria.

Asimismo, se prevé que las autoridades federales, de las entidades 

federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales, en el ámbito 

de sus respectivas competencias garantizarán la consecución de una 

educación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia 

en la misma, para lo cual, entre otras, deberán adoptar medidas 
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orientadas hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación, establecer 

medidas para garantizar la gratuidad de la educación pública obligatoria y 

para procurar la accesibilidad material, económica y geográfica a la 

educación, sin discriminación; y prestar servicios educativos en 

condiciones de normalidad mínima, entendida ésta como el conjunto de 

condiciones indispensables que deben cumplirse en cada escuela para el 

buen desempeño de la tarea docente y el logro del aprendizaje de los 

educandos.

Así, es evidente que el derecho humano a la educación está 

reconocido tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, como en diversos instrumentos internacionales y legislaciones 

federales, pues las normas citadas coinciden en lo esencial, entre otras 

cosas, en lo relativo a que la titularidad del derecho a la educación es de 

toda persona.

Además, la educación es un factor esencial para garantizar una 

sociedad justa, pues es una condición para asegurar la igualdad de 

oportunidades en el goce de otros derechos fundamentales y en el acceso 

equitativo a otros bienes sociales; para el funcionamiento de un bien 

público de gran relevancia como lo es una sociedad democrática de tipo 

deliberativo; además de un bien indispensable para el desarrollo de una 

pluralidad de objetivos colectivos (científicos, económicos, sociales, 

ecológicos, culturales, etcétera) y, por ello, un aspecto indisociable de un 

estado.

La educación es un bien básico indispensable para la formación de 

autonomía personal y, por ende, para ejercer el derecho al libre desarrollo 

de la personalidad, que da la posibilidad de elegir y materializar un plan de 

vida o un ideal de virtud personal, en nuestra sociedad, por lo que se 

requiere la provisión de, por lo menos, un nivel básico de educación.

Por este motivo, las normas citadas prevén la participación en la 

educación escolarizada tanto del Estado como de otros actores sociales, y 

la obligación de todos ellos de respetar el contenido mínimo de este 

derecho, pues la interacción entre ellos es un diseño institucional que 

procura minimizar el riesgo de extravío de los objetivos que debe respetar 

la educación.

La Constitución del Estado Libre y Soberano de Guerrero, en su 

artículo 12 establece:
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“Artículo 12.- La educación de los pueblos indígenas y comunidades 
afromexicanas será con pertinencia intercultural y lingüística, laica, 
gratuita, y de calidad. El Estado garantizará el acceso, permanencia y 
eficiencia terminal a los estudiantes indígenas y afromexicanos, 
implementando un sistema de becas. El Estado generará las condiciones 
de acceso al primer empleo de los egresados de su sistema educativo, 
conforme lo determine la ley de la materia. En las instituciones de 
educación indígena la enseñanza de las lenguas de los pueblos indígenas 
y del español será obligatoria.”

Como se aprecia, se establece a cargo del Ejecutivo local, la 

obligación de procurar la educación indígena.

En este aspecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la nación, ya se ha pronunciado sobre el reconocimiento de la posición 

jurídica de las personas indígenas dentro del más alto nivel del 

ordenamiento, así como respecto del objetivo del Poder Reformador de 

posibilitar el ejercicio efectivo de sus derechos, de su identidad individual y 

colectiva; y de la necesidad de superar paulatinamente la desigualdad de 

oportunidades que tradicionalmente les han afectado.2

Por tales razones, también reconoció que el Estado se encuentra 

obligado a adoptar medidas, a través de un enfoque inclusivo, para que 

los miembros de estas comunidades puedan hacer efectivo el ejercicio de 

sus derechos humanos, en específico, su derecho humano a la educación.

Así, el derecho humano a la educación indígena, a propósito de 

lograr que se coloquen en una situación de igualdad respecto del resto de 

los ciudadanos del Estado, debe de satisfacerse con algunas garantías 

adicionales, a saber: (1) en sus propios idiomas; (2) en consonancia con 

sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje; y (3) con un reflejo de 

sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones.

Consecuentemente, de no satisfacerse el derecho humano a la 

educación con estas garantías adicionales, ello se traduciría en una doble 

vulneración, pues no sólo se trataría de una conculcación del derecho 

humano a la educación, sino al derecho humano —indígena— a recibir 

instrucción educativa conforme a sus criterios culturales y en su respectivo 

idioma, además del idioma dominante del Estado —bilingüe—.

En relación con las obligaciones del Estado mexicano en materia de 

educación inclusiva, es necesario tener presente que conforme al artículo 

2 Tesis Aislada 1a. CCX/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, Diciembre de 2009, de rubro: “PERSONAS INDÍGENAS. ACCESO 
PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCILO 2º, APARTADO 
A, FRACCIÓN VIII DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.”
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2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

el Estado mexicano se encuentra obligado a adoptar medidas tanto por 

separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 

especialmente económicas y técnicas; hasta el máximo de los recursos de 

que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 

apropiados, la plena efectividad de los derechos humanos reconocidos en 

la convención.

Sobre el tema, el Comité de los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales emitió la "Observación General Número 3" –1990–, en la que 

destacó lo siguiente:

❖ Aunque el pacto contempla una realización paulatina de los 
derechos humanos y tiene en cuenta las restricciones derivadas de la 
limitación de los recursos con que cuentan los Estados, también "impone 
varias obligaciones con efecto inmediato", una de ellas es que tales 
derechos se ejerciten “sin discriminación”

❖ La otra obligación inmediata consiste en el compromiso contraído 
en virtud del párrafo 1º del artículo 2º en el sentido de “adoptar medidas”, 
compromiso que en sí mismo no queda condicionado ni limitado por 
ninguna otra consideración y, por ende, tales medidas deben adoptarse 
dentro de un plazo razonablemente breve tras la entrada en vigor del 
pacto para los Estados interesados, en el entendido que deben ser 
deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la 
satisfacción de las obligaciones reconocidas en el propio tratado 
internacional.

❖ Si bien cada Estado parte debe decidir por sí mismo qué medios 
son los más apropiados de acuerdo con las circunstancias y en relación 
con cada uno de los derechos contemplados, la “propiedad” de los medios 
elegidos no siempre resultará evidente, por consiguiente, conviene que los 
Estados indiquen en sus informes no sólo las medidas que han adoptado 
sino también en qué se basan para considerar tales medidas como las 
más “apropiadas” a la vista de las circunstancias.

❖ El concepto de progresiva efectividad constituye un 
reconocimiento del hecho de que la plena efectividad de todos los 
derechos económicos, sociales y culturales en general no podrá lograrse 
en un breve período de tiempo, sin embargo, la progresividad no se ha de 
interpretar equivocadamente como que priva a la obligación de todo 
contenido significativo, "ya que requiere un dispositivo de flexibilidad 
necesaria que refleje las realidades del mundo real y las dificultades que 
implica para cada país el asegurar la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales".

❖ Por otra parte, la frase debe interpretarse a la luz del objetivo 
general, en realidad la razón de ser, del pacto, que "es establecer claras 
obligaciones para los Estados Partes con respecto a la plena efectividad 
de los derechos de que se trata. Este impone así una obligación de 
proceder lo más expedita y eficazmente posible con miras a lograr ese 
objetivo".

❖ Corresponde a cada Estado Parte una obligación mínima de 
asegurar la satisfacción de por lo menos niveles esenciales de cada uno 
de los derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un número 
importante de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención 
primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas 
más básicas de enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus 
obligaciones en virtud del pacto.
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❖ Para que cada Estado Parte pueda atribuir su falta de 
cumplimiento de las obligaciones mínimas a una falta de recursos 
disponibles, "debe demostrar que ha realizado todo esfuerzo para utilizar 
todos los recursos que están a su disposición en un esfuerzo por 
satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas".

❖ De ahí que aunque se demuestre que los recursos disponibles son 
insuficientes, "sigue en pie la obligación de que el Estado Parte se 
empeñe en asegurar el disfrute más amplio posible de los derechos 
pertinentes dadas las circunstancias reinantes". Más aún, de ninguna 
manera se eliminan, como resultado de las limitaciones de recursos, las 
obligaciones de vigilar la medida de la realización, o más especialmente 
de la no realización, de los derechos económicos, sociales y culturales y 
de elaborar estrategias y programas para su promoción.

El artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, prevé obligaciones de contenido –inmediatas– y de 

resultado –mediatas o de cumplimiento progresivo–.

Las primeras se refieren a que los derechos se ejerciten “sin 

discriminación” y a que el Estado “adopte medidas”, dentro de un plazo 

razonablemente breve, que sean deliberadas, concretas y orientadas lo 

más claramente posible hacia la satisfacción de las obligaciones 

convencionales.

Las obligaciones de resultado se relacionan con el principio de 

progresividad, el cual debe analizarse a la luz de un dispositivo de 

flexibilidad que refleje las realidades del mundo real y las dificultades que 

implica para cada país el asegurar la plena efectividad de los derechos 

económicos, sociales y culturales. Asimismo, corresponde a cada Estado 

parte una obligación mínima de asegurar por lo menos, la satisfacción de 

niveles esenciales de cada uno de los derechos contenidos en el pacto.

Esto es, las obligaciones convencionales requieren de un estándar 

mínimo de cumplimiento, pero no se agotan ahí, sino que resulta menester 

que, al mismo tiempo, el Estado se encuentre realizando todas las 

medidas necesarias para asegurar la plena efectividad de los derechos 

económicos, sociales y culturales.

En esa lógica, se impone al Estado mexicano, por una parte, una 

obligación inmediata de asegurar a las personas una educación inclusiva 

y, por otra, una de cumplimiento progresivo, consistente en lograr su pleno 

ejercicio hasta el máximo de los recursos que disponga.

En relación con los efectos inmediatos a realizar por los Estados, en 

la Observación General Número 4 (2016), sobre el derecho a la educación 

inclusiva, el Comité, en el artículo 41, señala que los Estados parte tienen 
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una obligación mínima de asegurar la satisfacción, por lo menos, de 

niveles esenciales de cada uno de los aspectos del derecho a la 

educación, de esta manera, los Estados deben hacer efectivos con efecto 

inmediato:

a) La no discriminación en todos los aspectos de la educación y 
abarcar todos los motivos de discriminación prohibidos internacionalmente. 
Los Estados partes deben garantizar que las personas con discapacidad 
no queden excluidas de la educación y eliminar las desventajas 
estructurales para lograr la participación efectiva y la igualdad de todas las 
personas con discapacidad. Deben adoptar medidas urgentes para 
eliminar todas las formas de discriminación jurídica, administrativa y de 
otra índole que obstaculicen el derecho de acceso a la educación 
inclusiva. La adopción de medidas de acción afirmativa no constituye una 
violación del derecho a la no discriminación en lo que se refiere a la 
educación, siempre y cuando esas medidas no conlleven el mantenimiento 
de normas no equitativas o de separación para los diferentes grupos.

b) Los ajustes razonables para asegurar que las personas con 
discapacidad no queden excluidas de la educación. La denegación de 
ajustes razonables constituye discriminación por motivos de discapacidad.

c) La enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos. Los 
Estados partes deben adoptar todas las medidas necesarias para 
garantizar ese derecho, sobre la base de la inclusión, a todos los niños y 
jóvenes con discapacidad. El Comité insta a los Estados partes a 
garantizar que todos los niños y jóvenes puedan cursar y finalicen por lo 
menos 12 años de educación primaria y secundaria de calidad, gratuita, 
pública, inclusiva y equitativa, de los que al menos 9 años sean 
obligatorios, así como que los niños y jóvenes que no asisten a la escuela 
puedan acceder a una educación de calidad mediante una serie de 
modalidades, como se indica en el Marco de Acción Educación 2030.

Además de lo anterior, debe tenerse en cuenta el principio del 

interés superior de los niños, niñas y adolescentes, contemplado en el 

artículo 4 de la Constitución Federal, 3.1 de la Convención sobre los 

Derechos del Niño y 19 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, impone que en todas las medidas que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, deben garantizar y proteger el 

desarrollo de los niños, el pleno ejercicio de sus derechos, fundándose en 

la dignidad del ser humano, en las características de aquéllos y en la 

situación particular en que se encuentren.

Lo anterior tal como informa en la jurisprudencia 2a./J. 113/2019 

(10a.), de la citada Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Registro digital: 2020401, visible en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Agosto de 2019, Tomo 

III, página 2328, que establece:

“DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA 
CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN 
CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE. El artículo 2, segundo 
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párrafo, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes prevé que el "interés superior de la niñez deberá ser 
considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una 
cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes"; de ahí que 
cuando se tome una decisión que les afecte en lo individual o colectivo, 
"se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de 
salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales. Al respecto, 
debe destacarse que el interés superior del menor es un concepto triple, al 
ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo 
fundamental; y (III) una norma de procedimiento. El derecho del interés 
superior del menor prescribe que se observe "en todas las decisiones y 
medidas relacionadas con el niño", lo que significa que, en "cualquier 
medida que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior 
deberá ser una consideración primordial a que se atenderá", lo cual 
incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, conductas, 
propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas. Así, las 
decisiones particulares adoptadas por las autoridades administrativas -en 
esferas relativas a la educación, el cuidado, la salud, el medio ambiente, 
las condiciones de vida, la protección, el asilo, la inmigración y el acceso a 
la nacionalidad, entre otras- deben evaluarse en función del interés 
superior del niño y han de estar guiadas por él, al igual que todas las 
medidas de aplicación, ya que la consideración del interés superior del 
niño como algo primordial requiere tomar conciencia de la importancia de 
sus intereses en todas las medidas y tener la voluntad de dar prioridad a 
esos intereses en todas las circunstancias, pero sobre todo cuando las 
medidas tengan efectos indiscutibles en los niños de que se trate.”

De la demanda de amparo se advierte que la parte quejosa reclama 

el derecho a la educación de los niños y niñas del Centro de Educación 

Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de centro de 

trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, 

municipio de Metlatonoc, Guerrero.

La [2] Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de 

Guerrero, por conducto del Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y 

Transparencia de dicha secretaría, aceptó que a la presentación de la 

demanda dicho centro de educación preescolar no contaba con maestra 

de grupo.

Sin embargo, el veintiocho de noviembre de dos mil veinticuatro, se 

expidió un nombramiento a favor de Marisol Agapito Javier, como maestra 

bilingüe de educación preescolar indígena mixteco, con efectos a partir del 

uno de diciembre de dos mil veinticuatro al treinta y uno de mayo de dos 

mil veinticinco, y como adscripción el Centro de Educación Preescolar 

Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de centro de trabajo 

12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio 

de Metlatonoc, Guerrero.

Así como la cedula de ratificación y aviso de presentación 

“(CRAP)”, de los que se advierte que se ratificó a la citada maestra a fin de 

que se presentara en el referido Centro de Educación Preescolar Indígena 

“Victoria Dorante Sosa” con clave de centro de trabajo 12DCC0366B, 
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ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, 

Guerrero, a partir del cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro.

Asimismo, anexó copia certificada del aviso de presentación 

suscrito por la referida maestra Marisol Agapito Javier, por el cual informó 

al Subsecretario de Administración y Finanzas de la Secretaría de 

Educación Guerrero, que se presentó a desempeñar sus funciones a partir 

del cuatro de diciembre de dos mil veinticuatro, en el citado centro.

Lo antes destacado da noticia de los siguientes aspectos:

- Se trata de un Centro Educativo Indígena.

- El Centro de Educación Preescolar Indígena la plaza de Docente, 
Maestra bilingüe de Educación Preescolar Indígena Mixteco, se encuentra 
vacante, desde el inicio del ciclo escolar 2024 2025.

- Fue nombrada Marisol Agapito Javier de manera interina como 
Maestra bilingüe de Educación Preescolar Indígena Mixteco en el Centro 
de Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de 
centro de trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes 
Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, a partir del uno de diciembre 
de dos mil veinticuatro al treinta y uno de mayo de dos mil veinticinco.

Cuestión que resulta incongruente con el propósito de la educación 

previsto en el artículo 3º Constitucional, que tiende al desarrollo armónico 

de las facultades del ser humano, fomento y respeto a los derechos 

humanos, así como a la obligación estatal de proporcional educación 

indígena.

En efecto, la educación es un derecho fundamental y las 

autoridades están obligadas en el ámbito de sus respectivas competencias 

a proteger la consecución de una educación de calidad y la igualdad 

sustantiva en el acceso y permanencia en la misma.

Entonces, la omisión de asignar un maestro o maestra bilingüe que 

garantice de manera permanente la educación preescolar indígena 

mixteco en el Centro de Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante 

Sosa” con clave de centro de trabajo 12DCC0366B, ubicado en la 

comunidad de Los Reyes Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, 

contraviene tal derecho fundamental, ya que no garantiza ni siquiera la 

totalidad del ciclo escolar en curso.

Actuar mínimo a que se encuentra obligado el estado, a fin de hacer 

efectivo el derecho a la educación, en mayor medida, a la educación 
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inclusiva, la que se insiste, en su vertiente indígena, debe ser garantizada 

de manera permanente.

Aunado a que la autoridad responsable tampoco justificó con 

razones objetivas por qué se asignó a la maestra sólo por ese tiempo, ni 

menos garantizó diversa designación en una plaza que a su propio dicho 

se encuentra vacante.

Actuación que resulta contraria a los derechos fundamentales 

previstos en el artículo 3º constitucional, 2 y 13 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 12 de la Constitución del 

Estado Libre y Soberano de Guerrero, por lo que procede otorgar el 

amparo y protección de la Justicia de la Unión.

SÉPTIMO. Efectos de la concesión. Con fundamento en el artículo 

77 de la Ley de Amparo, se concede la protección de la justicia federal 

para el efecto que la [2] Secretaría de Educación del Gobierno del Estado 

de Guerrero:

A. Garantice que los niños inscritos como alumnos del Centro de 

Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de 

centro de trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes 

Magos, municipio de Metlatonoc, Guerrero, cuenten con una maestra o 

maestro bilingüe, a fin de hacer efectivo el derecho a la educación previsto 

en el artículo 3º Constitucional.

B. Provea lo necesario a fin de que el Centro de Educación 

Preescolar Indígena “Victoria Dorante Sosa” con clave de centro de 

trabajo 12DCC0366B, ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, 

municipio de Metlatonoc, Guerrero, cuente con un maestro o maestra 

bilingüe de educación preescolar indígena mixteco de manera 

permanente, que reúna los requisitos que exige la normatividad aplicable, 

para los subsecuentes ciclos escolares, a fin de garantizar derecho a la 

educación previsto en el artículo 3º Constitucional.

OCTAVO. Publicación de la sentencia. En cumplimiento a lo 

dispuesto por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública y en atención a que las partes durante el procedimiento no 

manifestaron su consentimiento expreso respecto a la publicación de su 

nombre y demás datos personales; por ello, publíquese esta sentencia en 

su versión pública.
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Finalmente, captúrese la presente sentencia en el módulo 

“Sentencias” del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes que 

para tal efecto se ha instaurado.

Por lo expuesto y fundado se:

RESUELVE

PRIMERO. Se SOBRESEE en el juicio de amparo promovido por 
1José Guevara Leal, 2Catarino Guevara Maldonado y 3Abel Guevara 

Vázquez, en su carácter de Presidente, Secretario y Tesorero, del Comité 

de Padres de Familiar del Centro de Educación Preescolar Indígena 

“Victoria Dorante Sosa”, ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, 

municipio de Metlatonoc, Guerrero.

SEGUNDO. La Justicia de la unión AMPARA Y PROTEGE a 1José 

Guevara Leal, 2Catarino Guevara Maldonado y 3Abel Guevara Vázquez, 

en su carácter de Presidente, Secretario y Tesorero, del Comité de Padres 

de Familiar del Centro de Educación Preescolar Indígena “Victoria Dorante 

Sosa”, ubicado en la comunidad de Los Reyes Magos, municipio de 

Metlatonoc, Guerrero, contra la falta de asignación de un maestro que 

imparta las clases de educación preescolar indígena para el ciclo escolar 

2024-2025, reclamada a la [2] Secretaría de Educación del Gobierno del 

Estado de Guerrero.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Maribel Castillo Moreno, Jueza Primero de 

Distrito en el Estado de Guerrero, con residencia en Chilpancingo de Los 

Bravo, en cumplimiento a la División de Poderes sobre la que se sustenta 

la República Mexicana, ante el Secretario Jaime González García, 
funcionarios de carrera judicial que ocupan el cargo por concursos de 

oposición y actúan con total independencia. Doy fe.

Firman electrónicamente la Jueza de Distrito y el Secretario que 

autoriza y da fe.

LA JUEZA DE DISTRITO
(Firmado electrónicamente).
MARIBEL CASTILLO MORENO.

EL SECRETARIO
(Firmado electrónicamente).

JAIME GONZÁLEZ GARCÍA.
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El suscrito Jaime González García, Secretario del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 
Guerrero; certifico y hago constar que esta foja corresponde a la sentencia dictada el uno de abril 
de dos mil veinticinco, en el juicio de amparo 1331/2024-6. Conste. (Firma electrónica).

1331/2024
En primero de abril de dos mil veinticinco.

Chilpancingo de Los Bravo, Guerrero, primero de abril de dos mil veinticinco. Jaime González García.
 .
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

105704191_0375000036900273010.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: JAIME GONZALEZ GARCIA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.23.9f Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

01/04/25 20:16:51 - 01/04/25 14:16:51 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

18 91 57 0b 01 8b 40 13 b1 9e f7 2a 82 22 e2 b2
fb d9 42 9c bb 76 a7 cb e5 92 14 0e fb cf 55 de
6f 98 e1 ce 3c 89 c9 1d 9d 30 42 08 d8 3b d4 38
86 7f f3 75 9e 31 12 e8 e8 29 51 9f 56 08 7a 00
8a 52 98 97 70 fb 11 3a d7 df ba 95 9b 27 40 11
af 66 25 35 e5 c2 29 44 08 5b 15 4c df 35 44 a6
e2 a3 58 74 72 65 bc 20 83 53 b3 9f be f4 e5 19
32 7e 1d 26 b3 52 f0 a2 28 ed d0 39 5c f3 ba 95
0f 3c eb fb c6 7f 9e ba e1 08 8b 1c 7a 83 ca f0
f9 1a fe 0d ba 72 ec 8d 64 92 36 91 c7 44 d3 35
c9 65 7f a2 48 18 4c 39 17 8c a0 76 bc 50 9e 7b
7f d3 5f 4b 51 32 5f df 50 51 6c 2b 73 83 54 22
7c f7 ac 4a 35 56 9b 85 69 af bc 76 a8 9a ae f6
0f dc 4c a2 20 13 c9 8d 6a f3 6b 9e 2d 10 b5 2a
15 64 b6 15 64 c3 60 ac 98 a3 53 d6 6a 3d 11 42
5f 7f e7 e9 08 20 f5 1b c5 94 5f cd b1 aa 6d d3

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 01/04/25 20:16:51 - 01/04/25 14:16:51

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.23.9f

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 01/04/25 20:16:52 - 01/04/25 14:16:52

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 243246207

Datos estampillados: 66kx786yoSc4XmGZCmQNNqHxwqI=



FIRMANTE
Nombre: MARIBEL CASTILLO MORENO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.1a.59 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

01/04/25 21:21:53 - 01/04/25 15:21:53 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

b6 ff db ae 17 84 03 3c 9b 88 d8 34 d2 d6 b0 e0
09 4e e6 06 ac 40 43 31 3f 4e 28 23 87 d1 9a 39
a2 52 f0 6f f6 68 17 15 75 3a 52 7c 75 e0 f2 63
01 8f c4 64 27 bd e9 5f 3b 13 a6 4d fb 6a 52 08
41 77 1c de ae ea 7d a1 0b 30 11 10 43 4c f5 b3
68 eb 6e b7 b7 8d 12 c8 4f 02 29 9d 7b e1 f1 8e
7a f0 4b c4 2e f9 1f 25 f7 6b b7 1f bf 8b 0e 60
be 7c 86 c6 e9 c5 a8 8f 6c c6 68 c7 76 ee db 24
fc 45 32 51 65 a1 cd df 25 75 33 20 a0 5d d2 8b
a2 f5 89 53 7b 23 ba 74 a9 00 6e 85 72 c4 72 85
9c bc 20 f1 5c bc 23 0a e6 cc a9 28 be 4c 7e c7
73 a0 fa ab 43 17 da 48 a6 18 73 38 92 a1 14 6c
3e 2d 39 be 58 44 e0 fb b8 9f fb 56 9b ea 01 16
17 ed 3e 63 27 7c 1f 9e f8 96 e4 b0 e6 c4 e4 79
44 2a 2b 75 da f1 b9 45 01 67 98 8a 96 80 b5 03
8b 60 b1 f3 a3 f3 55 ae 38 a7 83 ed bc 98 ef 6a

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 01/04/25 21:21:53 - 01/04/25 15:21:53

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.1a.59

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 01/04/25 21:21:54 - 01/04/25 15:21:54

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 243317394

Datos estampillados: POLaXMA0/ZpyC/o0O0RxHfOgG5U=


